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RÉGIMEN LEGAL EN MATERIA DE MODIFICACIÓN, 
SUSTITUCIÓN, CORRECCIÓN O ADICIÓN DE NOMBRE

Sinopsis: Mediante la presente sentencia, la Sala Plena de la Corte Constitucional 
resolvió una demanda de inconstitucionalidad parcial contra el artículo 6 del 
Decreto Ley 999 de 1988, el cual establecía que la modificación notarial del nom-
bre mediante otorgamiento de escritura pública era posible “por una sola vez”. 
Por ello, la Sala tuvo que pronunciarse respecto a si dicho precepto desconocía 
el derecho al libre desarrollo de la personalidad, a la identidad y a la personalidad 
jurídica, los cuales, según el artículo 85 de la Constitución colombiana, son de 
aplicación inmediata.

Así las cosas, previa resolución de la demanda de inconstitucionalidad, 
la Sala recogió de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, específicamente en el Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República 
Dominicana, el Caso Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala y el Caso Contreras 
y Otros vs. El Salvador, algunas disposiciones de interpretación del bloque de 
constitucionalidad, siendo éstas las siguientes: i) el derecho a tener un nombre 
constituye una garantía esencial del derecho a la identidad; ii) la conservación 
del nombre elegido por los padres para sus hijos es una expresión del derecho 
al nombre; iii) la privación arbitraria del nombre elegido directamente o selec-
cionado por los padres desconoce la posibilidad de que las personas afirmen 
su propia singularidad en las relaciones con la familia, la sociedad y el Estado, 
y iv) la supresión arbitraria del nombre, como mecanismo para eliminar la 
identidad de las personas, puede implicar, además de la violación del derecho 
a la familia, la del derecho a la verdad y a la intimidad.

Adicionalmente, como fundamento de su decisión, la Sala tomó como re-
ferencia los artículos 1, 14 y 44 de la Constitución; los artículos 3 y 18 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; el artículo 6 de la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos; el artículo 16 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; el artículo 7 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño y el literal g) del artículo 24 de la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación en Contra de la Mujer, en los cuales es 
posible reconocer la existencia, vigencia y exigibilidad del derecho al nombre.

Por lo anterior, la Corte estableció que si bien el nombre no es el único ele-
mento que permite la identificación de las personas, éste sí tiene un significado 
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especial, a tal punto que en actuaciones de la más diversa naturaleza se requiere 
que las personas se identifiquen o sean identificadas a través del mismo, por 
ejemplo, para procedimientos judiciales y administrativos, para la exigibilidad 
de obligaciones contractuales o cambiarias, para la administración de datos 
personales y del régimen tributario, entre otras.

Finalmente, la decisión tomada por la Corte Constitucional fue que la res-
tricción expresa “por una sola vez” del artículo 6 del Decreto Ley 999 de 1988, 
era desproporcionada en sentido estricto y podía vulnerar normas fundamen-
tales en ciertos supuestos. Por lo tanto, tal restricción no debía ser aplicable 
en aquellos eventos en que existiera una justificación constitucional, clara y 
suficiente.
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CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA

COLOMBIA

SENTENCIA C-114/17

EXPEDIENTE: D-11581

DEMANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD

SENTENCIA DE 22 DE FEBRERO DE 2017

…

I. Antecedentes

…
Las ciudadanas Paula Andrea Gómez Cely y Sonia Marcela Monroy Ci-

fuentes, en ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad prevista en 
los artículos 40.6, 241 y 242 de la Constitución Política, demandan la declara-
toria de inexequibilidad del artículo 6 (parcial) del Decreto 999 de 1988, “Por 
el cual se señala la competencia para las correcciones del registro del estado 
civil, se autoriza el cambio de nombre ante notario público, y se dictan otras 
disposiciones”, publicado en el diario oficial No. 38.349 de fecha 25 de mayo 
de 1988.

A. Norma demandada

DECRETO 999 DE 1988
(mayo 23)

Por el cual se señala la competencia para las correcciones del registro del estado 
civil, se autoriza el cambio de nombre ante notario público, y se dictan otras 
disposiciones.

ARTÍCULO 6o. El artículo 94 del Decreto ley 1260 de 1970, quedará así:
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Artículo 94. El propio inscrito podrá disponer, por una sola vez, mediante 
escritura pública, la modificación del registro, para sustituir, rectificar, corregir 
o adicionar su nombre, todo con el fin de fijar su identidad personal.

(…)

B. La demanda

1. Solicitan las demandantes a este Tribunal declarar la inexequibilidad de 
la expresión resaltada, por considerar que desconoce el derecho al libre desa-
rrollo de la personalidad, a la identidad y a la personalidad jurídica los cuales, 
según el artículo 85 de la Constitución, son de aplicación inmediata. De mane-
ra subsidiaria solicitan a la Corte declarar la exequibilidad condicionada de la 
norma indicando “en qué casos específicos opera dicho trato desigual.”

2. El derecho al libre desarrollo de la personalidad, estrechamente vincu-
lado con la autonomía y la identidad de los sujetos, asegura a las personas la 
posibilidad de “elegir su proyecto de vida sin limitantes que le permitan rea-
lizarlo (...)”. La restricción de dicha libertad debe encontrar una justificación 
suficiente, lo que no ocurre respecto de la prohibición de cambiar o modificar 
el nombre por más de una vez. En efecto, según lo ha señalado la Corte en la 
sentencia T-977 de 2012, la fijación del nombre, como atributo de la persona-
lidad, resulta determinante para el libre desarrollo del plan de vida individual y 
para la realización del derecho a la identidad, en la medida en que, constituye 
el signo distintivo del sujeto en el plano relacional. Conforme a ello se le está 
negando la posibilidad de rectificar los errores que en algún momento de su 
vida ha realizado y que le podría traer consecuencias a futuro perjudicándole 
su plan de vida. La inconstitucionalidad encontraría además fundamento en lo 
que ha señalado la Corte Constitucional en la sentencia T-1033 de 2008.

3. Advierten además que la expresión acusada confiere prevalencia a la 
seguridad jurídica dejando en segundo plano los derechos inherentes de la 
persona, para los cuales es imprescindible la protección inmediata por parte 
del Estado Colombiano y con los cuales no se lesionaría derechos a terceros 
ni la convivencia social. Afirmó, luego de referirse a lo indicado por la Corte 
Constitucional en la sentencia T-086 de 2014 respecto de la importancia del 
nombre, que la restricción establecida por la disposición que se acusa desco-
noce el libre desarrollo de la personalidad que, a su vez, es manifestación de 
la dignidad humana.

4. …Por tanto, “además de la afectación al derecho de libre desarrollo de 
la personalidad, también resulta afectado el derecho a la libre determinación, 
en la medida en que se afecta la identidad del sujeto”. Sobre el particular, des-
conoció el legislador que las medidas adoptadas deben ser las menos gravosas 
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si se considera la gravedad de la restricción que se le impone, por ejemplo, a 
una persona transexual. Igualmente no basta invocar la seguridad jurídica para 
limitar los derechos dado que la medida no contribuye a ello. Finalmente la 
afectación de los derechos a la libertad y a la identidad es superior al beneficio 
que se obtiene.

5. En este orden de ideas, el sujeto tiene la facultad de elegir su proyecto de 
vida sin limitantes que le impidan realizarlo y en ese sentido, el libre desarrollo 
de la personalidad no puede limitarse por simples consideraciones a priori de 
interés general o de bienestar colectivo, desarrolladas de manera vaga e impre-
cisa. En consecuencia, las mencionadas limitaciones no son suficientes para 
restringir un derecho tan importante para el individuo, como el de escoger su 
nombre.

C. Intervenciones

1. Intervenciones de entidades públicas

a. Ministerio de Justicia y del Derecho

El ministerio de Justicia y de Derecho solicita declarar la exequibilidad 
condicionada de la expresión demandada, en el entendido que la posibilidad 
de modificar o adicionar el nombre en el registro civil, solo por una vez, se 
aplica salvo en casos de modificación o corrección del nombre por identidad 
sexual o de género.

1. ... En efecto, la posibilidad de modificar el nombre, es un reconocimien-
to de la autonomía que detenta el ser humano para definir su proyecto de vida, 
así como del derecho al libre desarrollo de la personalidad como manifestación 
de la dignidad humana.

2. … el desarrollo de los proyectos personales no es un derecho ilimitado. 
La regulación por parte del Estado en los aspectos que atienden a la identidad 
del ser humano impone consideraciones especiales en determinados casos.

3. …esta Corte se ha pronunciado sobre la limitación impuesta en el ar-
tículo 6 del Decreto Ley 999 de 1988 y ha señalado, por vía de tutela, que tal 
previsión resulta legítima y razonable constitucionalmente en cuanto confiere 
seguridad jurídica a las relaciones entra particulares y el Estado, no obstante 
lo cual se presentan situaciones que imponen mitigar esta limitación, a fin de 
proteger los derechos fundamentales a la intimidad y al libre desarrollo de la 
personalidad. En esta medida, se ha dispuesto en sentencias como la T-1033 
de 2008, T-977 de 2012 y T-077 de 2016 la no aplicación de esta norma en los 
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casos en los que una persona ha tenido un proceso en su desarrollo de identi-
dad sexual y de género, y su nombre no coincide con ella.

2. Intervenciones de instituciones académicas y educativas

…

D. Concepto del procurador general de la nación

El representante del Ministerio Público solicitó la declaratoria de exequi-
bilidad de los preceptos demandados.

1. La Constitución en su artículo 14, así como el artículo 3o de la Con-
vención Americana Sobre Derechos Humanos y el artículo 16 del Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos, han establecido el derecho de las personas a que 
su personalidad jurídica sea reconocida. Ello supone que a todos los seres 
humanos se les atribuyen elementos que son de su esencia y definen su indivi-
dualidad. Se trata de atributos de los que se predica su carácter inalienable, irre-
nunciable, imprescriptible, vitalicio, personal y absoluto. Al derecho referido 
se anuda el estado civil que, según lo ha indicado la jurisprudencia constitucio-
nal, define la identidad de los individuos en la familia, la sociedad y el Estado.

2. … al tratarse el estado civil de un asunto que involucra el interés general 
y el interés particular, se le confiere al legislador un margen de configuración a 
efectos de garantizar los derechos de todos los interesados, dado que la figura 
tiene consecuencias sobre relaciones de diferente naturaleza.

3. La jurisprudencia constitucional consideró inicialmente que la informa-
ción relativa al registro civil tenía carácter objetivo. Posteriormente afirmó que 
también dependía de la autoevaluación que sobre su identidad realice el indivi-
duo con fundamento en el artículo 16 de la Constitución…

4. La jurisprudencia constitucional ha indicado que el nombre es (i) un 
derecho inherente a todas las personas, (ii) un signo distintivo y (iii) una ins-
titución de policía que hace posible la identificación y evita la confusión de 
personalidades. Ha advertido la Corte también, en la sentencia T-511 de 1994, 
que “(...) a pesar de que el nombre sea un indicativo del sexo, en todo caso no 
lo define por lo que, en consecuencia, su modificación no debería suponer el 
cambio de sexo”. Puede entonces concluirse que “el estado civil de las perso-
nas, del que se reitera que hace parte el nombre, es un mecanismo que, desde 
el punto de vista estrictamente constitucional, debe ser regulado por el legisla-
dor, (...), pues su contenido es altamente relevante para establecer la identidad 
individual, familiar, social y nacional de cada ser humano”.
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5. Existen diferentes mecanismos a efectos de modificar y corregir el nom-
bre en el registro civil. En particular, respecto de la modificación del nombre el 
Decreto Ley 1260 de 1970 estableció que ello podía hacerse, por una sola vez, 
mediante el otorgamiento de escritura pública. Si se pretende hacer ello por 
segunda vez es necesario acudir ante el juez de familia o juez civil municipal 
a través de un proceso de jurisdicción voluntaria regido por los artículos 304, 
577, 579 y 580 del Código General del Proceso. Conforme a ello, no existe una 
prohibición de modificarse el nombre en más de una ocasión siendo posible, 
para el efecto, acudir ante el juez…

6. La Corte Constitucional ha establecido la posibilidad de modificar el 
nombre a través de sentencias de tutela, fundada en “razones de lo que se ha 
llamado la  ‘identidad de género’”. Así ha ocurrido en las sentencias T-1033 
de 2008, T-977 de 2012 y T-068 de 2014. No obstante que la Corte ha consi-
derado procedente la acción de tutela para acceder a la modificación del nom-
bre, no puede desconocerse que “(...) los procedimientos ordinarios instituidos por el 
legislador (i) son razonables, (ii) no atentan contra el núcleo esencial del derecho al libre 
desarrollo de la personalidad; y (iii) propenden por la protección del bien común, dotando de 
seguridad jurídica las relaciones tanto privadas como públicas”.

Cabe advertir que la razón por la cual este Tribunal ha considerado cum-
plido el requisito de subsidiariedad en los casos analizados consiste en el hecho 
de que se trata de asuntos relativos a la identidad sexual, en los cuales existe 
el riesgo de causación de un daño respecto del ejercicio de la autonomía. Esa 
orientación es incorrecta si se tiene en cuenta que la Corte ha señalado tam-
bién que la restricción establecida es constitucional y razonable, propende por 
la protección del interés común y, en esa dirección, tiene por objeto brindar 
seguridad jurídica a las relaciones de personas entre sí y ante el Estado. Las 
decisiones adoptadas han supuesto la inaplicación, únicamente para el caso 
concreto, del límite legal fijado.

7. Declarar inconstitucional la norma demandada implicaría desconocer el 
carácter excepcional de su inaplicación y supondría, al mismo tiempo, estable-
cer una regla opuesta “a la de la norma elaborada legalmente por el auténtico legislador, 
lo que por demás resultaría particularmente grave de cara a la posible usurpación de su 
competencia constitucional (...)”…

8. La norma impugnada no desconoce el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad dado que se apoya en la autorización para restringirlo, a efectos 
de proteger los derechos de los demás. La disposición demandada no impide 
acudir ante la jurisdicción ordinaria a efectos de solicitar el cambio de nombre. 
De ello se desprende que la disposición acusada, interpretada armónicamente 
con el resto de las disposiciones relevantes, no se opone a la Constitución.
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II. consideraciones

A. Competencia

1. La Corte Constitucional es competente para pronunciarse sobre la cons-
titucionalidad del artículo 6 del Decreto Ley 999 de 1988, con fundamento en 
el numeral 5 del artículo 241 de la Constitución…

B. Primera cuestion preliminar: la aptitud del cargo

2. …la demanda consigue suscitar una duda mínima respecto de la cons-
titucionalidad del artículo 6 (parcial) del Decreto 999 de 1988, que modificó 
el artículo 94 de la Ley 1260 de 1960 y, en esa medida, se cumple la exigencia 
de suficiencia.

C. Segunda cuestión preliminar: régimen general 
 de la modificación del nombre

3. A efectos de delimitar el problema jurídico del que se ocupará la Corte, 
es necesario hacer una síntesis preliminar de las principales reglas de com-
petencia y procedimiento que rigen actualmente la sustitución, corrección o 
adición del nombre –en adelante modificación- en el orden jurídico vigente.

4. El régimen legal en materia de modificación del nombre se encuentra 
regulado por el Decreto Ley 999 de 1988 y por el Código General del Pro-
ceso…

…

D. Problema jurídico y método de la decisión

5. En atención al contenido de la demanda, de las diferentes intervencio-
nes y del régimen legal vigente en materia de modificación del nombre, le co-
rresponde a este Tribunal resolver el siguiente problema:

¿La regla establecida en el artículo 6o del Decreto Ley 999 de 1988 -que 
subrogó el artículo 94 del Decreto Ley 1260 de 1970- conforme a la cual la 
modificación notarial del nombre mediante el otorgamiento de escritura pú-
blica es posible “por una sola vez”, constituye una vulneración de las normas 
constitucionales que reconocen el derecho a la personalidad jurídica (art. 14) y 
el derecho al libre desarrollo de la personalidad (art. 16)?

…
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E. El régimen legal del nombre y, en particular, las reglas 
aplicables a su modificación

Consideraciones generales sobre el régimen legal del nombre

7. La doctrina más autorizada ha definido el nombre como “un medio 
de individualización consistente en el empleo de una palabra (o una serie de 
palabras) para designar a una persona”8 Entendido en un sentido amplio, se 
encuentra conformado por el prenombre o nombre de pila que tiene “una 
función de discriminación individual”9 y por el nombre familiar o patroními-
co mediante el cual se “designa a la persona en virtud de su adscripción a una 
familia determinada”.

…El Decreto Ley 1260 de 1970…prescribe en su artículo 3 que -con fun-
damento en el derecho a la individualidad- todas las personas tienen derecho 
al nombre que por ley les corresponda…comprende, además del prenombre o 
nombre de pila, los apellidos y, en su caso, el seudónimo.

8. El nombre es objeto de reconocimiento cuando se formaliza el registro 
civil de nacimiento, como se desprende de lo establecido en el Decreto Ley 
1260 de 1979…

9. A pesar de que el nombre de las personas físicas no es, en estricto sen-
tido, un bien objeto de apropiación, el ordenamiento ha previsto instrumentos 
para asegurar su defensa y protección…

La modificación del nombre y el régimen aplicable

10. El nombre no es inmutable. En efecto, el artículo acusado, que subro-
gó el artículo 94 del Decreto Ley 1260 de 1970, establece que por una vez el 
propio inscrito y a fin de fijar su identidad personal, mediante escritura pública 
puede disponer la modificación del registro, con el propósito de sustituir, rec-
tificar, corregir o adicionar su nombre15. A su vez, el Código General del Pro-
ceso prescribe como una competencia de los jueces civiles municipales en pri-
mera instancia (art. 18.6) y como una de las materias que se tramitan mediante 
el proceso de jurisdicción voluntaria (art. 577.11) la corrección, sustitución o 
adición de las partidas del estado civil o del nombre.

…
11. Si bien la modificación del nombre tiene efectos muy importantes, no 

implica la alteración del estado civil ni tampoco, por sí misma, la variación de 
la identidad sexual en el registro -materia regulada actualmente en el Decreto 
1227 de 2015- ni la variación de la filiación de la persona…
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12. …En su intervención la Procuraduría General de la Nación advierte 
que no resulta cierto afirmar que el nombre sólo puede modificarse en una 
única oportunidad, en tanto el Código General del Proceso ha previsto que 
mediante el proceso de jurisdicción voluntaria sea factible solicitar dicha auto-
rización (art. 577.11)… la modificación del nombre en más de una oportuni-
dad es posible bajo la condición de que se obtenga autorización judicial previo 
agotamiento del proceso. Conforme a ello, la restricción a la modificación 
“por una sola vez” únicamente se encuentra prevista cuando ella se adelanta 
ante los notarios.

12.1. ...a pesar de que el Código General del Proceso establece que puede 
acudirse a un proceso de jurisdicción voluntaria para tramitar la corrección, 
sustitución o adición de partidas de estado civil o de nombre o anotación del 
seudónimo en actas o folios del registro de aquel (arts. 18.6 y 577.11), dicha 
posibilidad no implica que el régimen sustantivo aplicable sea diferente y, en 
esa medida, la regla establecida en el artículo 6o del Decreto Ley 999 de 1988 
que prescribe un límite al número de veces en que puede modificarse el nom-
bre también sería aplicable cuando dicha solicitud se tramita ante el juez civil.

...
12.2. ...En efecto, en las sentencias T-611 de 2013, T-086 de 2014 y T-077 

de 2016, este Tribunal reconoció que el Código General del Proceso tenía pre-
visto un trámite específico -el de jurisdicción voluntaria- para obtener la auto-
rización de modificación del nombre en una segunda oportunidad.

a) En la sentencia T-611 de 2013 la Corte se ocupó de analizar el caso de 
una persona que solicitó auna notaría el cambio de nombre por segunda vez. 
Advertía que la modificación inicial había ocurrido durante un evento “esqui-
zo afectivo”...

...
La sentencia reconoció la existencia de medios judiciales para tramitar la 

modificación del nombre, no obstante lo cual sostuvo que ante la inminencia 
de los perjuicios de no hacerlo de forma inmediata, procedía amparar los dere-
chos que se invocaban a efectos de ordenar a la notaría correspondiente a que 
procediera en esa dirección.

b) En igual sentido se pronunció la Corte en la sentencia T-086 de 2014 
frente a la solicitud de una persona que había modificado su nombre mediante 
el trámite notarial por uno femenino y, posteriormente, pretendía una nueva 
modificación siguiendo ese mismo procedimiento a fin de adecuarlo a su iden-
tidad sexual...

...
c) Análoga orientación tuvo la sentencia T-077 de 2016, en la que este 

Tribunal reconoció la existencia de otro medios judicial a efectos de solicitar 
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el cambio por segunda vez, pese a lo cual concluyó que dada la urgencia de 
otorgar la protección constitucional procedía la acción de tutela...

...
d) De este grupo de decisiones se desprende que la Corte ha considerado 

-al fijar el fundamento de la procedencia de la acción de tutela para cuestionar 
las decisiones que impiden la modificación del nombre ante notario cuando 
ello se hace por segunda vez- que a pesar de encontrarse previsto el proceso de 
jurisdicción voluntaria ante los jueces civiles municipales en primera instancia, 
el recurso constitucional es procedente. Ello ha obedecido, en buena medida, 
a la urgencia de satisfacer las pretensiones de amparo formuladas por los ac-
cionantes en cada uno de los casos examinados por la Corte.

...

F. Significado constitucional del derecho al nombre

El reconocimiento normativo del derecho al nombre 
en la Constitución y en el bloque de constitucionalidad

13. El artículo 14 de la Constitución, con fundamento en el cual se ha re-
conocido la vigencia de un derecho al nombre de todas las personas, prescribe 
que “[t]oda persona tiene derecho al reconocimiento de la personalidad jurídi-
ca”. Del mismo modo, el artículo 44 de la Carta Política indica que el nombre 
es un derecho fundamental de los niños...

14. El derecho a la personalidad jurídica fue plasmado -de forma idéntica 
al texto de la Constitución- en el artículo 3 de la Convención Americana Sobre 
Derechos Humanos y, en términos muy similares, en el artículo 6 de la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos y en el artículo 16 del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos. A su vez, el derecho de los niños a tener 
un nombre fue reconocido en la Convención Sobre los Derechos del Niño 
(art. 7) y en el Pacto Internacional deDerechos Civiles y Políticos (art. 24). Por 
su parte, en la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (art. 18) se 
indicó, sin hacer alusión a ningún límite de edad, que “[t]oda persona tiene de-
recho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos”. 
Dispuso además que “[l]a ley reglamentará la forma de asegurar este derecho 
para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario”.

...
15. La relevancia jurídica de este derecho en el orden internacional se 

evidencia en lo dispuesto por la Convención Americana Sobre Derechos Hu-
manos, en cuyo artículo 27 se prohíbe -incluso en el caso de guerra, peligro 
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público o de otra emergencia que amenace la independencia o seguridad del 
Estado- la suspensión del derecho al nombre y a la personalidad jurídica...

16. En suma, a partir de los artículos 1, 14 y 44 de la Constitución y de los 
artículos 3 y 18 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, 6 de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, 16 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, 7 de la Convención Sobre los Derechos del Niño 
y del literal g) del artículo 24 de la Convención Sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación en Contra de la Mujer, es posible reconocer la 
vigencia y la exigibilidad de un derecho fundamental al nombre.

La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el 
derecho al nombre

17. La Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha pronunciado en 
diferentes oportunidades sobre la importancia del nombre y su protección...

17.1. El caso de Dilicia Olivean Yean y Violeta Bosico Cofi contra Repú-
blica Dominicana, tuvo como origen la decisión de las autoridades encargadas 
del Registro Civil de negarse a emitirlo. Se trataba de dos niñas -de 10 meses y 
12 años- quienes a pesar de su ascendencia haitiana, habían nacido en el Esta-
do demandado. Tal determinación fue adoptada por las autoridades a pesar de 
contar con los documentos requeridos.

La Corte analizó la condición de apátridas a las que fueron sometidas las 
dos menores, lo que a su juicio había comprometido el goce de sus derechos 
fundamentales. Mediante sentencia del 8 de septiembre de 2005, determinó 
que el Estado era responsable por desconocer los derechos del niño, el dere-
cho a la nacionalidad, a la igualdad ante la ley, así como el reconocimiento de 
la personalidad jurídica...

...
Al referirse al derecho al nombre, determinó que constituye un elemento 

básico e indispensable de la identidad de cada persona, sin el cual no puede ser 
reconocida por la sociedad, ni registrada ante el Estado. En consecuencia, los 
Estados deben protegerlo, facilitar su registro y garantizar que “(...) la persona 
sea registrada con el nombre elegido por ella o por sus padres, según sea el 
momento del registro, sin ningún tipo de restricción al derecho ni interferen-
cia en la decisión de escoger el nombre”. Según la Corte “[u]na vez registra-
da la persona, se debe garantizar la posibilidad de preservar y reestablecer su 
nombre y su apellido”. A juicio de ese Tribunal “[e] l nombre y los apellidos 
son esenciales para establecer formalmente el vínculo existente entre los dife-
rentes miembros de la familia con la sociedad y con el Estado, lo que no fue 
garantizado a las niñas Yean y Bosico por la República Dominicana” (Párrafo 
184. Caso de las niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana. Sentencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 8 de septiembre de 2005.)
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17.2. En sentencia de fecha 24 de noviembre de 2009, la Corte Interame-
ricana condenó al Estado de Guatemala por la masacre acaecida en el parcela-
miento conocido como “Las Erres”, el 7 de diciembre de 1982, en el cual sol-
dados guatemaltecos retuvieron a varias personas, para posteriormente abusar 
sexualmente de algunas niñas, torturar a múltiples sujetos y ponerle fin a la 
vida de muchos otros. No obstante que se presentó la acción penal en el año 
de 1994, se cuestionó la falta de diligencia del Estado en la investigación, juz-
gamiento y sanción de estas conductas. Concluyó la Corte que al señor Ramiro 
Antonio Osorio Cristales, quien para ese momento era un niño, le fueron vio-
lados sus derechos a la familia y a un nombre, dado que el Estado lo mantuvo 
separado de su familia y con otra identidad. ...

...
El comportamiento reprochado por la Corte implicó, en el caso estudia-

do, que Osorio Cristales sólo pudiera reencontrase con su familia biológica en 
1999 y únicamente hubiera podido recuperar “el nombre que sus padres le die-
ron” hasta el año 2002... Así pues, para la Corte fue necesario reconocer que, 
además de la afectación psicológica y del sufrimiento duradero que padeció, el 
señor Osorio Cristales tuvo que vivir alejado de su familia, con otro nombre 
y otra identidad.

17.3. Al conocer de un caso similar, esta vez en contra de El Salvador, la 
Corte Interamericana condenó al Estado por las desapariciones forzadas de 
niños y niñas, ocurridas entre el año de 1981 y 1983, perpetradas por distintos 
cuerpos militares. En los hechos, que tuvieron lugar en distintos operativos de 
contrainsurgencia, fueron sustraídos y retenidos varios niños. En particular, 
frente a Gregoria Herminia Contreras la Corte determinó que además de la 
apropiación que sufrió, fue sometida a un cambio de nombre y de apellidos, 
como medio para suprimir su identidad. Al respecto, se concluyó que el Esta-
do trasgredió el artículo 18 de la Convención...

...
De manera que para ese Tribunal, la afectación del derecho a la identidad 

en las circunstancias expuestas, implicó un fenómeno jurídico complejo, que 
abarcó una sucesión de acciones ilegales y de violaciones de derechos para en-
cubrirlo e impedir el restablecimiento del vínculo entre los menores de edad y 
sus familiares, las cuales se tradujeron en actos de injerencia en la vida privada, 
así como afectaciones al derecho al nombre y a las relaciones familiares...

...
17.4. El artículo 14 de la Convención –referido al derecho al nombre- le ha 

permitido a la Corte definir un verdadero derecho a la identidad. Así fue pues-
to de presente al estudiar un caso en contra de Uruguay, en el que se alegaba 
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que cuerpos castrenses de varios Estados coordinaron una operación dirigida 
a la opresión de organizaciones políticas de izquierda.

Según los hechos, el 24 de agosto de 1976 María Claudia García –quien 
para ese momento tenía 19 años y se encontraba embarazada- fue retenida en 
Argentina junto con su esposo Marcelo Ariel Gelman por comandos urugua-
yos y argentinos. La pareja de esposos permaneció en un centro de detención, 
en el que el señor Gelman fue torturado y posteriormente ejecutado. María 
Claudia fue trasladada a Montevideo de forma clandestina, lugar en el que 
permaneció detenida hasta el momento del nacimiento de su hija. A finales 
de diciembre de 1976, le fue sustraída la menor y dejada en un canasto a la 
entrada del hogar de un policía uruguayo y de su esposa, quienes recogieron el 
canasto y registraron a la menor como su hija bajo el nombre María Macarena 
Tauriño Vivian. Pese a lo anterior, los abuelos emprendieron una investigación 
particular para conocer lo que había sucedido con su nieta. Luego de haber 
conseguido contactarla, María Macarena Tauriño Vivian a la edad de 23 años 
cambió su nombre -por el que le hubieran puesto sus verdaderos padres-, su 
nacionalidad y su filiación...

La Corte determinó que el derecho a la identidad, pese a que no se en-
cuentra expresamente contemplado en la Convención, hace parte de ella...

En esta oportunidad, advirtió nuevamente que el cambio de nombre cons-
tituyó un mecanismo para suprimir la identidad. En efecto, la menor vivió otra 
realidad y no tuvo acceso a su verdadera filiación y a la verdad, durante más 
de 23 años...

...
17.5. De los pronunciamientos citados pueden desprenderse las siguientes 

reglas: (i) el derecho a tener un nombre constituye una garantía esencial del 
derecho a la identidad; (ii) la conservación del nombre elegido por los padres 
es una expresión del derecho al nombre; (iii) la privación arbitraria del nombre 
que es elegido directamente o seleccionado por los padres, desconoce la po-
sibilidad de que las personas afirmen su propia singularidad en sus relaciones 
con la familia, la sociedad y el Estado; y (iv) la supresión arbitraria del nombre 
como mecanismo para eliminar la identidad de las personas, puede implicar 
además la violación del derecho a la familia, a la verdad y a la intimidad.

La jurisprudencia de la Corte Constitucional, el derecho al nombre y cues-
tiones relacionadas

18. Esta Corporación ha definido el contenido del derecho al nombre y a 
gozar de una identidad ante el Estado y la sociedad. Desde sus primeras provi-
dencias ha resaltado la importancia constitucional del reconocimiento del de-
recho al nombre... La comprensión del nombre no como una categoría de or-
den legal, sino como una institución constitucionalmente relevante y fundada 
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en el reconocimiento de los derechos a la personalidad jurídica, a la identidad, 
a la intimidad, al libre desarrollo de la personalidad, a la expresión y a la fami-
lia, dio lugar a un desarrollo jurisprudencial que ha permitido la delimitación 
de varias posiciones iusfundamentales relacionadas.

a) Derecho a tener un nombre

18.1. En la sentencia T-090 de 1995… sostuvo la Corte que había sido 
desconocido el derecho al nombre de una menor, a quien el registrador mu-
nicipal se negó a expedir un certificado válido de registro civil de nacimiento 
-con sustento en que el acta de reconocimiento carecía de la firma del funcio-
nario competente-. A juicio de este Tribunal, dicha determinación la privaba 
de la posibilidad de llevar el apellido de su padre e identificarse con su nombre 
completo.

18.2. Ese mismo año, en la sentencia T-191 de 1995, consideró la Corte 
que el derecho de los menores a un nombre y a conocer su filiación, resulta 
transversal para la satisfacción de la dignidad humana, ya que se traduce en 
la posibilidad de ser identificado y diferenciado de los demás individuos y de 
ejercer otros derechos –como los relativos a su alimentación, crianza, educa-
ción y establecimiento...28

18.3. La sentencia T-106 de 1996 afirmó que del derecho fundamental de 
todo ser humano al reconocimiento de su personalidad jurídica se deducen, de 
manera ineludible, los derechos a gozar de una identidad ante el Estado y la 
sociedad, así como también a ser reconocido como sujeto de derechos y obli-
gaciones. En consecuencia, afirmó la Corte, el registro tiene una significativa 
importancia si se tiene en cuenta que por su intermedio se adquiere, oficial-
mente, uno de los atributos de la personalidad que identificará e individualizará 
al sujeto lo largo de su existencia… Así se determinó en el caso de una mujer 
que solicitó la protección de su hija -por cuanto el supuesto padre se negaba a 
contribuir con el pago de las obligaciones legales en favor de la menor- y en el 
que la Corte, después de determinar que el proceso de tutela no es el idóneo 
para definir la filiación, ordenó que su hija fuera registrada y que el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar la asesorara a efectos de adelantar el proce-
so de investigación de paternidad.

18.4. En la sentencia T-329A de 2012 se conoció el caso de un señor que 
manifestó haber nacido en 1982 y a quien sus padres nunca lo inscribieron en 
el registro civil ni tampoco lo bautizaron. Indicó el accionante que a sus diez 
años se ausentó de su núcleo familiar. El 9 de enero de 2010, fue capturado en 
flagrancia por miembros de la Policía Nacional, lo que dio lugar a la iniciación 
de una investigación penal por los delitos de hurto calificado y agravado. No 
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obstante, por su condición de indocumentado –como así lo acreditó la Regis-
traduría Nacional del Estado Civil- y en consideración a que no se había podi-
do ubicar a sus familiares, la Fiscalía no había tenido la posibilidad de realizar 
la audiencia de individualización de la pena para efectos de dictar sentencia en 
su contra. En consecuencia, el actor solicitó la expedición de su cédula a fin de 
evitar la vulneración a su derecho a obtener la plena identificación…

…A juicio de la Corte, no otorgarle este documento implicaría invisibilizar 
jurídicamente a una persona.

…

b) Derecho a participar en los procedimientos que inciden 
 en la definición o modificación del nombre, el sexo 
 o los documentos de identidad y a exigir el cumplimiento 
 de tales procedimientos

18.5. En la sentencia T-477 de 1995, esta Corte se pronunció al conocer 
la acción de tutela presentada por una persona que cuando era niño le fueron 
cercenados los testículos y el pene. Sus padres llevaron al menor al hospital 
más cercano y allí fue posteriormente trasladado a un hospital en el que se le 
practicó una operación que modificó su pene. El menor permaneció al cui-
dado de un albergue religioso, recibiendo educación como niña y su nombre 
fue modificado por uno femenino. Realizada una nueva intervención, se inició 
un tratamiento a fin de que el paciente tomara consciencia de su condición de 
mujer. Dado que el niño nunca dejó de sentirse hombre exigió que se le tratara 
como tal, se empezó a vestir de acuerdo con su verdadera identidad y se negó 
a tomar las pastillas que aumentaban sus hormonas femeninas. Solicitó enton-
ces el amparo de sus derechos con el fin de que se le protegiera el derecho a 
considerarse parte del género masculino.

En esta oportunidad la Corte señaló que existe un verdadero derecho a la 
identidad que implica reconocer que la persona se autodetermina, se autopo-
see, se autogobierna:

…
Concluyó que las personas asumen el dominio de su libertad y por tanto 

no puede tomarse ninguna decisión de alteración del sexo sin su consentimien-
to. Advirtió la Corte que en el caso analizado fueron vulnerados los derechos 
del menor:

…
Varias órdenes se adoptaron en esta oportunidad. Además de (i) disponer 

que (i) se obtuviera el consentimiento informado del paciente para cualquier 
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tratamiento médico de readecuación de sexo, también (ii) se ordenó conservar 
el nombre que, de forma inicial, lo identificaba como hombre.

18.6. En la sentencia T-1229 de 2001 la Corte examinó el siguiente asun-
to. El padre de una menor –la accionante- decidió reconocer a su hija en una 
notaría. Sin embargo, la notaría omitió los trámites de notificación previstos 
a efectos de repudiar o aceptar dicho reconocimiento, de manera que ni la 
accionante ni su madre, tuvieron oportunidad de ejercer tal derecho. Advirtió 
que la modificación de su registro civil, incluyendo el apellido del padre que la 
reconoció como su hija había dado lugar a numerosos problemas en tanto no 
podía (i) contraer matrimonio con el padre de su hija –ya que al ser ella menor 
de edad requería de la autorización de sus padres y por ello se negó a solici-
tarle esto a un extraño-, (ii) registrar a su pequeña hija a causa de las dudas en 
su apellido y (iii) obtener un pasaporte para realizar un viaje al exterior con el 
padre de su hija.

Esta Corporación indicó que existe un derecho fundamental de toda per-
sona a tener un nombre y a conocer su filiación. Sin embargo, advirtió que 
el proceso de reconocimiento de un hijo extramatrimonial, en tanto afecta el 
derecho al nombre, impone la notificación del afectado a efectos de ejercer su 
derecho a repudiarlo o aceptarlo…

18.7. En la sentencia T-678 de 2012 la Corte se ocupó de establecer si la 
Registraduría Nacional del Estado Civil había violado el derecho fundamental 
al debido proceso administrativo de una persona a la que se le negaba la can-
celación de un registro civil… para ejercer la facultad de modificar el nombre. 
La accionante, luego de referir los trámites administrativos y judiciales adelan-
tados, destacó que la omisión en efectuar la cancelación del registro civil de 
nacimiento le había impedido recibir el título de la especialización cursada en 
una universidad, por haber iniciado sus estudios con unos apellidos y haberlos 
culminado con otros.

Este Tribunal, con fundamento en el derecho a la personalidad jurídica y 
en el debido proceso administrativo, consideró que la Registraduría -al haber 
procedido a modificar un nombre mediante un procedimiento irregular- debía 
anular su actuación y corregir el documento de identidad de la accionante…

18.8. En la sentencia T-623 de 2014…abordó el caso de una mujer que ma-
nifestó ser víctima de una red de trata de personas, motivo por el que le fue ex-
pedida –sin su consentimiento- una cédula de ciudadanía a la edad de 15 años. 
Afirmaba que una vez pudo abandonar este entorno y tuvo la edad requerida, 
solicitó un nuevo documento de identidad, pero sólo hasta que extravió este 
último tuvo noticia de la coexistencia de dos documentos de identificación a 
su nombre. Esta circunstancia la llevó a registrar a sus hijos con unos apellidos 
que no eran los suyos y, además de ello, vio afectada la recepción de la corres-

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
juhttp://www.juridicas.unam.mx/ https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2020 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/dialogo-jurisprudencial/issue/archive



18

RÉGIMEN LEGAL EN MATERIA DE MODIFICACIÓN...

pondiente ayuda humanitaria. La accionante solicitaba el cambio de nombre y 
de cédula, así como la cancelación del primer documento de identidad.

La Corte afirmó que la dilación en la entrega del documento de identifi-
cación, trasgredió los derechos fundamentales a la personalidad jurídica y al 
debido proceso de la actora, de manera que, declaró procedente el amparo y 
ordenó la entrega de la cédula de ciudadanía, que de manera insistente, había 
sido solicitada.

c) Derecho a que no se impida el registro civil, condición 
 formal de identificación, por razones asociadas 
 a la indeterminación sexual de la persona

18.9. En la sentencia T-450A de 2013 la Corte estudió el caso de un me-
nor a quien en el certificado de nacido no se le especificó el sexo -por contar 
con un diagnóstico presunto de hermafroditismo o de intersexualidad-. Con 
sustento en ello los funcionarios del Estado Civil se negaron a diligenciar el 
registro civil de nacimiento, lo que impidió el acceso del menor a los servicios 
de salud y en general a la garantía de sus derechos…

La Corte concluyó que existía un déficit de protección, respecto a los me-
nores que se encontraban en esta situación, y si bien en principio esta cuestión 
era competencia del legislador, al juez constitucional le correspondía fijar las 
pautas para atender este tipo de casos, con el fin de identificar a las personas 
al momento del nacimiento…

…
Advirtió la Corte que la identidad es mucho más amplia que el simple 

concepto de identificación, este último referido a la información sobre la fecha 
nacimiento, el nombre, el apellido y el estado civil…

d) Derecho a elegir el nombre y a oponerse a que se asuma 
 que sus palabras masculinas o femeninas- son definitorias 
 de la identidad de generó

18.10. En la sentencia T-099 de 2015 abordó la Corte el caso de una mu-
jer que, aunque fisiológicamente nació hombre, desde los doce (12) años tuvo 
consciencia de ser una mujer. En atención a que su familia nunca la aceptó, fue 
expulsada de su casa viéndose obligada a ejercer la prostitución, actividad en la 
cual -a causa de su apariencia- ha tenido problemas con la Policía debido a no 
contar con la libreta militar. Manifestó la accionante que había sido amenaza-
da por las bandas criminales por ser líder de la Mesa Municipal LGTBI y por 
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tanto, debió desplazarse a la ciudad de Bogotá, en donde se inscribió en el Re-
gistro Único de Víctimas. A su vez, con el fin de resolver su situación militar, 
presentó el anterior registro y fue informada acerca de su obligación de pagar 
una multa por su presentación extemporánea.

Esta Corporación precisó que la identidad de género es más amplia que 
el cambio de nombre, de apellidos o de sexo. Indicó también que no obstan-
te que los documentos y el nombre de la accionante la identifican como un 
hombre, ella se reconoce como mujer, y para el Ejército Nacional debió haber 
sido evidente su género, como ya lo había manifestado la accionante a esta ins-
titución. Sin embargo, al negar la identidad de género de la solicitante y por el 
contrario, al ser tratada como un hombre apoyándose en el contenido de sus 
documentos de identidad, violaba sus derechos…

…
Luego de reconocer que los niveles de discriminación en los transexuales 

son críticos y afrontan distintas barreras vinculadas (i) a la dificultad para cam-
biar su nombre y sexo en los documentos de registro civil e identificación, (ii) 
a su calificación como hombres y (iii) a los obstáculos para acceder al sistema 
de salud, obtener un trabajo en condiciones dignas o ingreso y permanecer en 
el sistema educativo, concluyó la sentencia que trasgrede la dignidad humana, 
la autonomía, la igualdad y el libre desarrollo de la personalidad exigirles a las 
mujeres transgénero que cumplan con los deberes propios del servicio militar 
obligatorio.

18.11. La misma regla de la decisión fue adoptada en la sentencia T-363 de 
2016. Esta Corporación se pronunció en relación con el caso de una persona 
que adujo que sus derechos fundamentales de petición, a la igualdad y al libre 
desarrollo de la personalidad habían sido vulnerados por el Servicio Nacional 
de Aprendizaje SENA –Regional Atlántico-, dado que había solicitado el uso 
del uniforme establecido en la institución para el género masculino y que se 
le otorgara el trato que correspondía -de conformidad con tal identidad de 
género- sin que al momento de la interposición de la acción de tutela hubiera 
recibido respuesta alguna.

Sostuvo esta Corte que además del desconocimiento del derecho de pe-
tición existió un desinterés de la accionada en materializar el libre desarrollo 
de la personalidad del actor, lo que generó un déficit de protección y terminó 
por desconocer la cláusula de igualdad. Señaló que el cambio del documento 
de identidad no puede ser una condición para brindar un trato respetuoso a las 
manifestaciones de individualidad, pues ello constituiría una barrera injustifi-
cada al ejercicio de los derechos fundamentales…

En ese orden de ideas y a pesar de que el accionante no había cambiado su 
nombre, ni su sexo en los documentos, la manifestación y la solicitud expresa 
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de ser tratado de acuerdo con su verdadera identidad de género, implicaba que 
en la institución se refirieran a él con los prefijos masculinos apropiados y que 
también pudiera vestir el uniforme masculino. Precisó que si bien el nombre 
puede tener una gran relevancia para la identidad, la identidad de género no 
depende del ejercicio del derecho a obtener correspondencia entre ella y los 
documentos oficiales…

e) Derecho a definir de forma autónoma la identidad 
 de género y a que los datos consignados en el registro 
 civil correspondan con la definición identitaria del sujeto

18.12. En la sentencia T-063 de 2015, la Corte se ocupó del caso de una 
persona que interpuso acción de tutela con el propósito de que le fueran pro-
tegidos sus derechos fundamentales a la dignidad humana, el libre desarrollo 
de la personalidad, a la identidad sexual y la personalidad jurídica, los cuales 
consideró vulnerados ante la negativa de una notaría para autorizar el cambio 
de sexo y el nombre inscrito en la cédula de ciudadanía, sin tener que acudir a 
un proceso de jurisdicción voluntaria. Para la accionante, la falta de correspon-
dencia entre su fisonomía y su identidad de género la ha convertido en víctima 
de constantes discriminaciones y exclusiones, tanto en el ámbito social, como 
en el laboral. Además le ha impedido desarrollar su proyecto de vida de acuer-
do con su personalidad y modo de ser.

Después de concluir que no existía un procedimiento por vía notarial y 
que el trámite de la jurisdicción voluntaria es ineficaz -dado que se trata de un 
proceso de validación y de escrutinio en la vida privada de las personas que 
han realizado un tránsito de género- amparó los derechos solicitados…

Consideró esta Corte que el derecho de las personas a definir, de forma 
autónoma, su propia identidad sexual y de género, fundamenta el derecho a 
que los atributos de la personalidad jurídica plasmados en el registro civil y 
otros documentos de identificación, de forma efectiva, se correspondan con 
las definiciones identitarias de las personas:

…
En relación con el derecho al nombre, se agregó que éste, como un atri-

buto de la personalidad, es una expresión de la individualidad y tiene como 
finalidad fijar la identidad de una persona, en el marco de las relaciones socia-
les y frente al Estado. En consecuencia, con él se pretende que todo individuo 
posea un signo singular frente a los demás, con lo cual pueda identificarse y 
reconocerse…
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f) Síntesis

19. La jurisprudencia constitucional ha establecido que en el orden in-
terno los derechos al nombre y a la identidad encuentran reconocimiento en 
la Constitución… A partir de la interpretación sistemática de las diferentes 
disposiciones, las salas de revisión de este Tribunal han definido, delimitado 
y exigido el cumplimiento de varios derechos adscritos a esas disposiciones.

Se encuentran constitucionalmente garantizados, según las decisiones de 
tales Salas, (i) el derecho a tener un nombre; (ii) el derecho a participar en los 
procedimientos que inciden en la definición o modificación del nombre, el 
sexo o los documentos de identidad y a exigir el cumplimiento de tales pro-
cedimientos; (iii) el derecho a que no se impida el registro civil, por razones 
asociadas a la indeterminación sexual; (iv) el derecho a elegir el nombre y a 
oponerse a que se asuma que las palabras que lo conforman –masculinas o 
femeninas- son definitorias de la identidad sexual y, (v) el derecho a definir de 
forma autónoma la identidad de género y a que los datos consignados en el 
registro civil correspondan con su definición identitaria.

…Cabe además destacar que el grupo de controversias que han sido exa-
minadas por esta Corporación, muestra la vigencia e importancia del derecho 
a la identidad. Dicho derecho se asienta en el reconocimiento de un conjunto 
de cualidades biológicas, personales y vivenciales de la persona, que permiten 
definirla como ser único y diferente de los demás. Adecuar su vida a tales cua-
lidades a fin de realizar su plan de vida, sin injerencias injustificadas, se encuen-
tra protegido por la Constitución.

G. El derecho a la modificación del nombre 
 en la jurisprudencia constitucional

20. En varias oportunidades esta Corporación se ha pronunciado sobre 
acciones de tutela presentadas por personas que alegan la violación de sus de-
rechos constitucionales, como consecuencia de la decisión de los notarios de 
abstenerse de adelantar el trámite requerido para la modificación del nombre. 
Los pronunciamientos de la Corte permiten identificar un derecho constitu-
cional a la modificación del nombre que… tiene un contenido constitucional 
garantizado.

…
24. …la Corte desprende las siguientes conclusiones que, a su vez, permi-

ten identificar el precedente vigente en relación con el derecho a modificar el 
nombre y el procedimiento aplicable para tal efecto.
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24.1. La facultad de modificar el nombre constituye una expresión de los 
derechos a la no discriminación, a la personalidad jurídica, a la intimidad, al 
libre desarrollo de la personalidad y a la expresión. No constituye una atribu-
ción de los funcionarios o autoridades que se encargan de autorizar la modi-
ficación, juzgar la validez, pertinencia o estética del nombre. Sólo en eventos 
excepcionales en los que la elección del nombre pueda constituir un abuso del 
derecho o la violación de otros intereses constitucionales, podrían adoptarse 
algunas limitaciones.

24.2. La restricción establecida en el artículo 94 del Decreto Ley 1260 
de 1970, modificado por el Decreto Ley 999 de 1988, encuentra fundamento 
constitucional. Se trata de una medida que resulta prima facie proporcionada, 
dado que la restricción que allí se establece se anuda a la importancia de ase-
gurar la relativa estabilidad del nombre con el fin de asegurar el cumplimiento 
adecuado de las funciones del Estado y el cumplimiento de los deberes a cargo 
de las personas.

24.3. En aquellos casos en los cuales la restricción establecida en el ar-
tículo 94 citado, ponga en riesgo el derecho de las personas a asegurar la 
concordancia del nombre con la identidad de género o el derecho a no sufrir 
discriminaciones debido a la discrepancia entre la apariencia física y el nom-
bre, se encuentra constitucionalmente ordenada la inaplicación del referido 
artículo 94 y, en consecuencia, los notarios deben autorizar la escritura públi-
ca y la Registraduría Nacional del Estado Civil tiene la obligación de realizar 
los ajustes correspondientes. En estos casos, la Corte ha establecido que la 
modificación del nombre se erige en una situación urgente y en esa medida 
inaplazable. Extender en el tiempo la disconformidad entre el nombre y la 
identidad de género se traduce en una infracción grave de los derechos fun-
damentales.

24.4. La existencia del proceso de jurisdicción voluntaria para solicitar el 
cambio de nombre, no excluye el deber de inaplicar el artículo 94 en aquellos 
casos en los cuales por segunda vez y apoyándose en el tipo de razones refe-
ridas (concordancia con la identidad de género y la necesidad de evitar una 
actuación discriminatoria), una persona solicita el cambio de nombre.

24.5. En las decisiones adoptadas en las sentencias T-1033 de 2008 y T-977 
de 2012 la Corte no reconoció expresamente la existencia de un medio judicial 
solicitar el cambio de nombre y, en esa dirección, enunciaba el problema pre-
guntándose si la limitación por una única vez era admisible. De manera con-
traria, las determinaciones adoptadas en las sentencias T-611 de 2013, T-086 
de 2014 y T-077 de 2016, sí aluden expresamente a la existencia del proceso de 
jurisdicción voluntaria para efectuar modificaciones del nombre.
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24.6. Al margen de la forma como la Corte hubiere planteado el problema 
en cada caso, lo cierto es que las decisiones más recientes permiten concluir 
que existe un precedente conforme al cual (i) en aquellos casos en los que una 
persona invocando razones asociadas a la urgencia (a) de ajustar el nombre a la 
identidad sexual o (b) de evitar discriminaciones evidentes, (ii) solicita a un no-
tario por segunda vez la modificación de su nombre y éste se niega invocando 
la restricción establecida en el artículo 6o del Decreto Ley 999 de 1988, (iii) se 
configura una violación de derechos fundamentales, en particular del derecho 
a la personalidad jurídica y del derecho al libre desarrollo de la personalidad. 
Cuando ello ocurre (iv) la protección del derecho impone ordenar al notario 
que autorice el otorgamiento de la escritura pública.

H. Análisis constitucional de la expresión demandada

25. La expresión acusada prevé una restricción para el cambio notarial de 
nombre mediante el otorgamiento de escritura pública, al disponer que ello 
sólo puede ocurrir por una vez. En caso de pretender una modificación pos-
terior, el ordenamiento permite acudir ante los jueces civiles para que -previo 
el agotamiento de un proceso de jurisdicción voluntaria- se disponga la mo-
dificación.

Dado que tal exigencia constituye una limitación a la libertad de elección 
del nombre al prohibir el trámite notarial -en el que basta la simple voluntad del 
solicitante- le corresponde a la Corte preguntarse si la expresión “por una sola 
vez” resulta compatible con las normas que amparan dicho derecho y, en par-
ticular, con los artículos 14 -derecho a la personalidad jurídica- y 16 -derecho 
al libre desarrollo de la personalidad- de la Carta Política.

26. El derecho a elegir el nombre se encuentra adscrito a normas cons-
titucionales que tienen estructura de principio. En efecto, fue expuesto en 
la Sección F) de esta providencia que su protección encuentra fundamento 
directo en los artículos 1, 13, 14, 15, 16, 20 y 44 de la Constitución Política, 
los que, respectivamente, amparan la dignidad humana y los derechos a la no 
discriminación, a la personalidad jurídica, a la intimidad, al libre desarrollo 
de la personalidad y a la libertad de expresión. Igualmente, tiene fundamento 
en lo dispuesto, entre otros, en el artículo 18 de la Convención Americana 
Sobre Derechos Humanos. En consideración a la estructura de las normas a 
las que se adscribe el derecho al nombre, la restricción acusada será consti-
tucional si supera las exigencias que se adscriben al principio de proporcio-
nalidad…

27. Las sentencias de tutela que se han ocupado de analizar la violación de 
los derechos fundamentales de personas que solicitaban a los notarios el cam-
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bio de nombre por segunda vez, han reconocido -en general- que la limitación 
que se impugna es razonable y proporcionada.29

…
29.1. La jurisprudencia constitucional se ha ocupado en numerosas opor-

tunidades del principio de proporcionalidad. No obstante sus diferentes mani-
festaciones, cumple fundamentalmente el rol de guiar la labor del legislador en 
el desarrollo de los mandatos constitucionales y determinar, a la vez, un pará-
metro para juzgar la validez de medidas que impliquen restricciones a normas 
constitucionales que admiten ponderación, es decir, aquellas que establecen 
mandatos no definitivos o mandatos prima facie, como ocurre por ejemplo 
con las normas que reconocen el derecho de todas las personas a la igualdad 
(art. 13), a la personalidad jurídica (art. 14), al libre desarrollo de la persona-
lidad (art. 16) o a la libertad de locomoción (art. 24). Dicho principio pierde 
significativa relevancia cuando se examinan afectaciones a mandatos definiti-
vos o reglas, tal y como ocurre, por ejemplo, con las prohibiciones de pena de 
muerte (art. 11) o tratos crueles, inhumanos o degradantes (art. 12)…

…
A partir de tal premisa, este tribunal ha establecido que, sin perjuicio de 

otros métodos de
interpretación y argumentación, es pertinente aplicar el juicio de propor-

cionalidad en aquellos casos en los que debe definirse si una restricción de 
normas que admiten diferentes grados y formas de realización –usualmente 
conocidas bajo la denominación de principios- es compatible con la Constitu-
ción31 …tiene por objeto evitar restricciones excesivas (interdicción del exce-
so) y protecciones insuficientes (interdicción de la infraprotección). Por ello 
entonces la proporcionalidad es entonces también una categoría de cardinal 
relevancia para asegurar la exclusión de la arbitrariedad o del capricho.

…
29.2.1. La Corte ha señalado que el juicio de proporcionalidad no puede 

ser aplicado con la misma intensidad en todos los casos. De proceder así las 
competencias de los diferentes órganos del Estado, así como las posibilidades 
de actuación de los particulares en ejercicio de la libre iniciativa privada, po-
drían resultar anuladas o afectadas gravemente…

…
29.2.2. …la Corte ha advertido que en función de su intensidad el juicio de 

proporcionalidad puede ser débil, intermedio o estricto. La intensidad incide, 

29    ...
31    ...
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o bien en lo que exige la aplicación de cada uno de los pasos que componen el 
juicio, o bien en la relevancia de algunos de sus pasos…

29.2.3. El juicio de proporcionalidad de intensidad estricta exige verificar, 
previamente, si la medida restrictiva (i) persigue una finalidad constitucional-
mente imperiosa, urgente o inaplazable. Una vez ello se establece, debe de-
terminarse si tal medio resulta (ii) efectivamente conducente, (iii) necesario y 
(iv) proporcionado en sentido estricto. Se trata de una revisión rigurosa de la 
justificación de la medida juzgada y se aplica, entre otros casos, en aquellos en 
los que la medida supone el empleo de categorías sospechosas, afecta a gru-
pos especialmente protegidos, o impacta el goce de un derecho constitucional 
fundamental.

29.2.4. El juicio de proporcionalidad de intensidad intermedia exige es-
tablecer, en un primer momento, si la medida (i) se orienta a conseguir un 
propósito constitucionalmente importante. Una vez ello se comprueba, debe 
establecerse si resulta (ii) efectivamente conducente para alcanzar dicho pro-
pósito. El examen intermedio ha sido aplicado por la Corte en aquellos casos 
en los que la medida acusada se apoya en el uso de categorías semisospechosas, 
afecta el goce de un derecho constitucional no fundamental o constituye un 
mecanismo de discriminación inversa.

29.2.5. El juicio de proporcionalidad de intensidad débil impone determi-
nar, inicialmente, si la medida (i) persigue una finalidad constitucional legítima 
o no prohibida por la Constitución. En caso de ser ello así, se requiere además 
establecer si (ii) el medio puede considerarse, al menos prima facie, como idó-
neo para alcanzar la finalidad identificada. La Corte ha considerado pertinente 
aplicar este juicio cuando se juzgan, entre otras, medidas adoptadas en desa-
rrollo de competencias constitucionales específicas o de naturaleza tributaria 
o económica.

29.3. Es necesario advertir que el juicio de proporcionalidad, en todos 
estos casos, se encuentra precedido de un examen que tiene por propósito 
definir si la medida cuyo juzgamiento se pretende está directamente proscrita 
por la Carta…

29.4. En cada caso deberá el juez valorar las diferentes razones que con-
curren para fundamentar la intensidad del juicio, de acuerdo con los criterios 
jurisprudencialmente establecidos, sin que le sea vedado, de manera razonada 
y a la luz del caso concreto, incrementar o disminuir la intensidad. Esta de-
cisión, previa al desarrollo del juicio propiamente dicho, es determinante del 
margen de acción o actuación del creador o autor de la medida que se somete 
al juzgamiento de este tribunal…

30. Para definir la intensidad del escrutinio aplicable en esta oportunidad 
la Corte debe considerar varios factores.
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30.1. La Constitución ha previsto competencias específicas para la regula-
ción del derecho al nombre y el registro civil, lo que sugiere la realización de 
un juicio dúctil de manera que se proteja la libertad de configuración del legis-
lador… si bien el nombre no define lo relativo al estado civil, sí se encuentra 
estrechamente relacionado con el registro público que permite identificar y 
diferenciar a una persona en la sociedad. A su vez, el inciso segundo del artículo 
266 prevé que la Registraduría ejercerá las funciones que establezca la ley, in-
cluyendo el registro civil y la identificación de las personas. En adición a ello, el 
Estado se encuentra obligado por la Convención Americana Sobre Derechos 
Humanos -integrada al bloque de constitucionalidad- en cuyo artículo 18 se 
dispone, luego de reconocer el derecho al nombre, que la ley reglamentará la 
forma de asegurarlo para todos.

30.2. Ahora bien, la restricción examinada interviene en dos sentidos en el 
derecho de las personas a elegir su nombre, lo que justifica incrementar la in-
tensidad del escrutinio. Por un lado, limita la posibilidad de acudir a un proce-
dimiento breve y flexible, el notarial, cuando las personas pretendan concretar 
su decisión de cambiarse el nombre luego de que lo han hecho en una primera 
oportunidad. Adicionalmente, la carga de acudir al trámite judicial implica que 
la decisión de cambiarse el nombre, incluso cuando ella es por ejemplo urgente 
o compromete intereses constitucionales significativos, se encuentra condicio-
nada a la autorización judicial. Si bien no puede afirmarse que la expresión que 
se impugna impida totalmente la modificación del nombre, sí constituye un 
límite intenso que puede, en algunos casos, incidir en la posibilidad de asegurar 
la realización de su propia identidad.

30.3. Los elementos descritos indican a la Corte la pertinencia de empren-
der un juicio de intensidad estricta. Ello es así en tanto las normas vigentes 
prevén una condición para el cambio de nombre que, en casos de urgencia o 
de compromiso de intereses constitucionales significativos, impone una limi-
tación muy grave a la facultad de las personas de definir su propia identidad…

…
31. La restricción analizada para el cambio de nombre ante notario en-

cuentra apoyo en fines imperiosos o inaplazables desde la perspectiva cons-
titucional. El nombre no sólo constituye un signo distintivo de cada persona 
que le permite materializar su propia identidad expresando así su singularidad 
como sujeto único merecedor de la protección del Estado. También es un ins-
trumento que trasciende la esfera individual, proyectándose socialmente al fa-
vorecer –junto con otros elementos- la identificación de las personas y, por esa 
vía, el diseño, ejecución y seguimiento de las diferentes políticas y actividades 
a cargo del Estado (art. 2)… Teniendo en cuenta que el nombre persigue tales 
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objetivos, concurre un interés del Estado y de la sociedad para establecer un 
sistema relativamente estable en el registro de ese dato personal…

Si bien el nombre no es el único elemento que permite la identificación de 
las personas -puesto que al lado del mismo se encuentra por ejemplo el núme-
ro de identificación o algunos datos biométricos- sí tiene en la actualidad un 
significado especial, a tal punto que en actuaciones de la más diversa naturaleza 
se requiere que las personas se identifiquen o sean identificadas a través del 
mismo…

En atención a la función que desde un punto de vista familiar y social 
cumple el nombre, un régimen que establezca restricciones a su modificación, 
encuentra apoyo en la Constitución y, en particular reitera la Corte, en el deber 
de las autoridades de perseguir los fines del Estado (art. 2), en los principios 
de eficiencia, eficacia y transparencia que rigen la actuación administrativa (art. 
209), en la obligación del Estado de asegurar una debida administración de 
justicia (arts. 228 y 229), en la obligación del Estado de investigar y sancionar a 
los responsables de la comisión de delitos (art. 250), en el principio de eficien-
cia a la que se sujeta la actividad tributaria a cargo del Estado (art. 363), en la 
garantía de un régimen adecuado de protección de la propiedad privada (art. 
58) y en la seguridad o certidumbre de las relaciones amparadas por la cláusula 
que reconoce la libre iniciativa privada (art. 333).

Aceptar un régimen en el que el cambio de nombre sea absolutamente 
libre puede afectar no sólo la seguridad jurídica que se desprende del recono-
cimiento de Colombia como Estado Social y de Derecho, sino que es posible 
que dé lugar a actuaciones fraudulentas en tanto puede tener como objetivo, 
en algunos casos, evadir la persecución de las autoridades penales, o dificultar 
la exigibilidad de obligaciones adquiridas frente al Estado u otros particulares. 
Concluye entonces la Corte que la restricción a la modificación notarial del 
nombre cuando ello se ha hecho por una vez, estableciendo la obligación de 
acudir al proceso de jurisdicción voluntaria, persigue un objetivo constitucio-
nal imperioso en tanto pretende conferir al nombre cierto grado de estabili-
dad, en atención a la importancia que tiene en las diferentes dimensiones en 
las que actúan las personas.

32. La Corte constata que la medida contribuye efectivamente a la con-
secución del fin inmediato de promover la estabilidad del nombre, como for-
ma para conferir certidumbre a las diferentes actuaciones y relaciones de las 
personas en el contexto familiar y social. Igualmente reduce las posibilidades 
de utilizar el cambio de nombre como medio para actuar fraudulentamente o 
evadir las actuaciones del Estado. En esa medida, es también efectivamente 
conducente…
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32.4. …la fijación de condiciones especiales para solicitar la modificación 
del nombre, la necesidad de agotar determinadas etapas durante el proceso y la 
competencia del juez para valorar la solicitud planteada, permite concluir que 
la restricción establecida cuando ello se hace luego de una primera oportuni-
dad, contribuye efectivamente a incrementar la estabilidad del nombre elegido 
por las personas.

…
34. No obstante lo anterior, este Tribunal concluye que la restricción esta-

blecida para el cambio de nombre puede resultar, en algunos casos, despropor-
cionada en sentido estricto. En el asunto juzgado en esta ocasión, es necesario 
diferenciar, atendiendo la experiencia resultante del control concreto resumida 
en la sección G) dos grupos de casos. La razón para ello se encuentra en el he-
cho de que el peso ponderado de los principios en juego puede ser diferente, 
puesto que el impacto de la medida analizada no resulta equivalente.

34.1. Un primer grupo comprende, por ejemplo, todos aquellos eventos 
en los cuales la modificación del nombre, por segunda vez, puede considerarse 
como urgente dado que tiene como propósito armonizarlo con la identidad 
de género o evitar prácticas discriminatorias. En estas hipótesis, que han sido 
identificadas por la propia jurisprudencia constitucional, impedir la modifica-
ción inmediata del nombre por segunda vez, exigiendo acudir al proceso de 
jurisdicción voluntaria, afecta de manera significativa las posibilidades de las 
personas de expresar libremente su singularidad más básica, así como actuar 
en sus relaciones sociales de conformidad con dicha singularidad… En estos 
supuestos, la prohibición de solicitar la modificación notarial del nombre ante 
el notario por más de una vez, resulta desproporcionada por las razones que 
se expresan a continuación.

a) El valor abstracto del derecho al nombre es particularmente alto. En 
efecto, no solo se adscribe directamente al derecho fundamental a la perso-
nalidad jurídica reconocido en el artículo 14 de la Constitución sino que, adi-
cionalmente, las normas de derecho internacional que le otorgan fundamento 
hacen parte del bloque de constitucionalidad en sentido estricto. Esto último 
resulta de la interpretación conjunta del artículo 93 de la Constitución con los 
artículos 18 y 27.2 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos…

El nombre es el instrumento por medio del cual el ser humano canaliza la 
necesidad vital de diferenciarse de los demás y de identificarse en sus relacio-
nes sociales y jurídicas…

La identidad, implica un concepto más amplio que el nombre, pero éste es 
determinante para su ejercicio. La expresión externa de ella comprende los ele-
mentos a partir de los cuales el Estado y la sociedad fijan los criterios relevan-
tes que permiten identificar eficazmente a un sujeto y facilitan diferenciarlo de 
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otros. A su vez la expresión interna de la identidad se refleja en la personalidad, 
en el proyecto de vida, en las ideas, en las experiencias y en cualquier rasgo que 
impulsa a la persona a actuar como sí misma. El nombre se refleja en ambas 
dimensiones. Como medio para relacionarse con el Estado y con la sociedad 
el nombre exterioriza, en muchos casos, el origen nacional, la filiación y las 
experiencias positivas y negativas que se construyen. No obstante, cuando esa 
cara externa de la identidad difiere de la realidad del sujeto, surge la necesidad 
de modificar lo que se quiere dejar de ser o lo que nunca se fue.

b) El grado de afectación concreta del derecho a elegir el nombre en su-
puestos de urgencia como los descritos -debido a la imposibilidad de acudir a 
un trámite suficientemente rápido y desprovisto de condiciones especiales para 
llevar a efecto la modificación- puede considerarse particularmente grave…El 
impacto en dicha posición se replica además en otras garantías directamente 
constitucionales, tal y como ocurre con los derechos a no ser discriminado por 
razones sexuales (art. 13), a la intimidad (art. 15), a la personalidad jurídica (art. 
14), al libre desarrollo de la personalidad (art. 16) y a la expresión (art. 20)…

…
c) En contraste, la afectación de la estabilidad y permanencia del nombre 

al que se vincula el propósito de “consolidación de la seguridad jurídica en las rela-
ciones de la persona en sociedad y frente al Estado y el desarrollo de una función de policía 
que permita la identificación del individuo”, es muy inferior a la que se predica de 
la persona que en situaciones como las descritas solicita la modificación de su 
nombre. En efecto, si bien la garantía de estabilidad del nombre persigue fina-
lidades constitucionalmente imperiosas, tal y como ello quedó descrito en el 
fundamento jurídico 31 de esta providencia, su peso abstracto es relativamente 
menor dado que no tiene un reconocimiento constitucional específico. Igual-
mente, autorizar la modificación notarial del nombre por más de una vez en 
los casos referidos anteriormente, esto es, en los que existe una justificación 
constitucional clara y suficiente, constituye una afectación reducida de los fines 
perseguidos por la restricción examinada, puesto que no sólo se trataría de una 
hipótesis absolutamente excepcional, sino que cualquier otra variación reque-
riría, a menos que el legislador fijara una regulación diferente, acudir al trámite 
judicial actualmente previsto para el efecto.

d) Conforme a lo expuesto, la Corte concluye que existen supuestos ex-
cepcionales en los cuales la obligación de acudir al trámite judicial para mo-
dificar el nombre por segunda vez resultaría desproporcionado, tal y como se 
desprende de los casos expuestos…

34.2. Existe un segundo grupo de casos, en los cuales la modificación 
del nombre no se encuentra motivada por el tipo de razones analizadas pre-
viamente y que, por ello, no puede caracterizarse como urgente desde una 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
juhttp://www.juridicas.unam.mx/ https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2020 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/dialogo-jurisprudencial/issue/archive



30

RÉGIMEN LEGAL EN MATERIA DE MODIFICACIÓN...

perspectiva iusfundamental… A diferencia de lo que ocurre en los eventos de 
urgencia como los descritos (34.1), en los otros casos no existe un interés de tan 
alto valor constitucional que le impida al legislador adoptar un régimen pro-
cesal especial para valorar una petición de cambio de nombre. De otra forma 
dicho, si bien el derecho al nombre tiene un valor abstracto significativo en el 
orden constitucional vigente, el grado de afectación concreta que se produce 
cuando en hipótesis ordinarias una nueva variación del nombre se somete al 
trámite de un proceso judicial, es reducido. La importancia de los objetivos 
que se anudan a la vigencia de un régimen de relativa estabilidad del nombre, 
de una parte, y los efectos negativos del impacto que podría tener un régimen 
absolutamente libre en esa materia, conducen a concluir que la restricción del 
derecho a elegir el nombre es, en estos casos, significativamente menor a la 
importancia de prever medios para su estabilidad. En síntesis, la prohibición 
de modificación del nombre ante el notario contribuye de manera cierta a la 
consecución de un interés constitucional imperioso, sin que ello comporte el 
sacrificio absoluto del derecho a variarlo.

I. decisión a adoptar

35. De las consideraciones anteriores se desprende que la expresión acu-
sada no implica, prima facie, la violación de la Constitución dado que la res-
tricción del cambio notarial de nombre, después de la primera vez, se apoya en 
razones que cuentan con un indudable apoyo constitucional y, adicionalmente, 
dicha limitación no afecta gravemente el derecho al nombre. Esto indicaría 
que la decisión de la Corte debería limitarse a declarar la exequibilidad de la 
expresión “por una sola vez”.

A pesar de lo anterior, en esta providencia se ha constatado a partir de pre-
cedentes relevantes y del examen de proporcionalidad de la restricción, que en 
algunos eventos su aplicación puede vulnerar normas de derecho fundamen-
tal… Tal circunstancia obliga a este Tribunal a acoger, a efectos de asegurar el 
respeto de las citadas normas constitucionales, una decisión aditiva que incluya 
como supuestos exceptivos de la restricción aquellos casos en los que exista 
una justificación constitucional, clara y suficiente.

…
37. La Corte estima necesario advertir, en función de la decisión aquí 

adoptada y de las implicaciones que el cambio de nombre tiene para las per-
sonas, que los notarios tienen la obligación al momento de otorgamiento de 
la escritura pública correspondiente, de indicar a los solicitantes los diferentes 
efectos que tiene su modificación y las restricciones establecidas para su varia-
ción posterior.
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J. síntesis de la decisión

38. La decisión adoptada en esta oportunidad se funda en las razones que 
a continuación se sintetizan:

38.1. El régimen legal en materia de modificación del nombre se encuen-
tra regulado por el Decreto Ley 999 de 1988 y por el Código General del 
Proceso…

38.2. El problema jurídico que debía resolver la Corte en esta oportuni-
dad, consistía en determinar si la regla establecida en el artículo 6o del Decreto 
Ley 999 de 1988, modificatorio del artículo 94 del Decreto Ley 1260 de 1970, 
conforme a la cual la modificación notarial del nombre sólo es posible por 
una única vez, constituye una vulneración de las normas constitucionales que 
reconocen el derecho a la personalidad jurídica (art. 14) y el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad (art. 16).

38.3. Con fundamento en los artículos 1, 14 y 44 de la Constitución y de 
los artículos 3 y 18 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, 6 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 16 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, 7 de la Convención Sobre los Derechos del 
Niño y literal g) del artículo 24 de la Convención Sobre la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación en Contra de la Mujer, es posible reconocer 
la existencia, vigencia y exigibilidad de un derecho fundamental al nombre.

38.4. De la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos que ha interpretado algunas disposiciones del bloque de constitucio-
nalidad referidas al nombre, pueden desprenderse las siguientes reglas: (i) el 
derecho a tener un nombre constituye una garantía esencial del derecho a la 
identidad; (ii) la conservación del nombre elegido por los padres para sus hijos 
es una expresión del derecho al nombre; (iii) la privación arbitraria del nombre 
elegido directamente o seleccionado por los padres, desconoce la posibilidad 
de que las personas afirmen su propia singularidad en las relaciones con la fa-
milia, la sociedad y el Estado y, (iv) la supresión arbitraria del nombre, como 
mecanismo para eliminar la identidad de las personas, puede implicar además 
de la violación del derecho a la familia, la de los derechos a la verdad y a la 
intimidad.

38.5. De la jurisprudencia constitucional adoptada por las Salas de Revi-
sión de este Tribunal, es posible constatar que se han considerado constitucio-
nalmente garantizados los siguientes derechos: (i) a tener un nombre y la iden-
tificación correlativa; (ii) a participar en los procedimientos que inciden en la 
definición o modificación del nombre, el sexo o los documentos de identidad, 
y a exigir el cumplimiento de tales procedimientos; (iii) a que no se impida el 
registro civil, por razones asociadas a la indeterminación sexual de la persona 
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como hombre o mujer; (iv) a elegir el nombre y a oponerse a que se asuma que 
las palabras que lo conforman –masculinas o femeninas- son definitorias de la 
identidad sexual y, (v) a definir, de forma autónoma, la identidad de género y 
a que los datos consignados en el registro civil correspondan con la definición 
identitaria del sujeto.

38.6. Una interpretación sistemática de las sentencias T-1033 de 2008, 
T-977 de 2012, T-611 de 2013, T-086 de 2014 y T-077 de 2016 permite iden-
tificar la vigencia de un derecho constitucional a la modificación del nombre 
que, no obstante depender en buena medida de la regulación adoptada por el 
legislador, tiene un contenido constitucional asegurado…

38.7. La expresión acusada constituye una restricción del derecho consti-
tucional al nombre y, en particular de los derechos a la personalidad jurídica 
(art. 14), a la intimidad (art. 15), al libre desarrollo de la personalidad (art. 16) 
y a la expresión (art. 20).

A efectos de controlar su constitucionalidad procede la aplicación de un 
juicio de proporcionalidad de intensidad estricta. La jurisprudencia de este 
Tribunal ha indicado que dicho juicio impone establecer, como se señaló an-
teriormente, si la restricción examinada (i) persigue una finalidad constitucio-
nalmente imperiosa, urgente o inaplazable. Una vez ello se establece, debe 
determinarse si tal medio resulta (ii) efectivamente conducente, (iii) necesario 
y (iv) proporcionado en sentido estricto.45

38.8. La Corte encontró que la disposición examinada persigue un propó-
sito constitucional imperioso, resulta efectivamente conducente para alcanzar-
lo y puede considerarse necesario.

Concluyó, sin embargo, que la restricción examinada es desproporcionada 
en sentido estricto cuando la modificación del nombre por más de una vez 
pueda considerarse como urgente desde una perspectiva iusfundamental. Ocu-
rrirá, por ejemplo, en los casos en que la variación tiene por finalidad armo-
nizar el nombre con la identidad de género o evitar prácticas discriminatorias. 
Ello es así dado que mientras el valor abstracto del derecho al nombre es par-
ticularmente alto y su grado de afectación concreta es muy grave en supuestos 
de urgencia como los descritos, la inaplicación de la restricción constituye una 
afectación reducida de los fines que persigue, puesto que no sólo se trataría de 
una hipótesis absolutamente excepcional, sino que cualquier otra modificación 
del nombre requeriría, a menos que el legislador fijara una regulación diferen-
te, acudir al trámite judicial actualmente previsto para el efecto.

38.9. Con fundamento en esas consideraciones la Corte dispuso declarar 
exequible la expresión “por una sola vez” contenida en el artículo 6 del Decre-

45    ...

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
juhttp://www.juridicas.unam.mx/ https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2020 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/dialogo-jurisprudencial/issue/archive



CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA

  33

to Ley 999 de 1988, que subrogó el artículo 94 del Decreto Ley 1260 de 1970, 
en el entendido de que tal restricción no será aplicable en aquellos eventos en 
que exista una justificación constitucional, clara y suficiente, de conformidad 
con los criterios establecidos en la parte motiva de esta sentencia.

III. decisión

La Corte Constitucional de la República de Colombia, administrando justicia en 
nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,

RESUELVE

PRIMERO.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “por una sola vez” contenida 
en el artículo 6o del Decreto Ley 999 de 1988, que subrogó el artículo 94 del 
Decreto Ley 1260 de 1970, en el entendido de que tal restricción no será apli-
cable en aquellos eventos en que exista una justificación constitucional, clara y 
suficiente, de conformidad con los criterios establecidos en la parte motiva de 
esta sentencia.

Notifíquese, comuníquese y cúmplase.

LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ
Presidente

ALEJANDRO LINARES CANTILLO
Vicepresidente

MARÍA VICTORIA CALLE CORREA
Magistrada

ANTONIO JOSÉ LIZARAZO OCAMPO
Magistrado
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Magistrado
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